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CALIFICACIÓN DEL ESTADO DE INVALIDEZ / APELACIÓN POR FUERA DEL PLAZO NORMATIVO / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / NO DEMOSTRÓ PERJUICIO IRREMEDIABLE / “De acuerdo con esa disposición, los motivos de inconformidad contra el dictamen que califica el origen de la enfermedad deben alegarse dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se notifique al interesado, el contenido de aquel acto. A tal precepto, de acuerdo con las pruebas a que atrás se hizo alusión, no se sometió el accionante, quien por medio de un recurso de apelación expresó las razones por las que no estaba de acuerdo con la calificación, cuando ya había vencido ese plazo. La circunstancia de que la comunicación por medio de la cual se le notificó el resultado del dictamen la haya recibido, por parte del portero de la unidad residencial en la que reside, dos días después de la fecha en que llegó del correo, no amplía los términos con que contaba para revelar su inconformidad con el resultado, máxime que para la fecha en que se enteró de su contenido, no había vencido aún el término con que contaba para hacerlo. 

Surge de lo expuesto que el demandante no empleó el mecanismo de protección ordinario previsto por el legislador para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela.

Pero es que además cuenta el accionante con otro medio de defensa judicial ante la justicia laboral ordinaria para la protección de sus derechos. En efecto, de acuerdo con el artículo 22 del Decreto 2463 de 2001, el demandante puede acudir a la junta regional de calificación de la invalidez, para que sea esta la que determine el origen de sus patologías, ya que no se encuentra frente a un perjuicio irremediable que justifique el amparo.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-082 de 2016,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Pereira, septiembre catorce (14) de dos mil dieciséis (2016) 

Acta No. 447 del 14 de septiembre de 2016.

Expediente No. 66001-31-03-002-2016-00288-01
Decide esta Sala sobre la impugnación formulada por el accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad, el 27 de julio último, en la acción de tutela que instauró el señor Sergio Reyes Ramírez contra la ARL Positiva Compañía de Seguros S.A.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Labora en el INPEC desde el año 2000; el área de salud ocupacional de dicha entidad reportó ante la ARL Positiva una serie de patologías que padece, mediante formato de informe de enfermedad profesional No. 1077647, diligenciado por la Dra. Carolina Jaramillo Toro, medica psiquiatra.

1.2 El 18 de abril de 2016 radicó derecho de petición ante la ARL Positiva, con el fin de solicitar “calificación de origen” de las patologías descritas en su historia clínica.  

1.3 El 19 de mayo de 2016 recibió documento de la ARL Positiva donde le informan que esa aseguradora determinó realizar su calificación y que debía acercarse a su sucursal para la notificación correspondiente, pero al presentarse en dos oportunidades le manifestaron, en la primera de ellas, que no lo podían  notificar porque el documento se encontraba en una plataforma nueva que lo impedía y en la segunda, que la persona encargada de esos procesos se encontraba en capacitación.
1.4 El 28 del mismo mes recibió del señor Edilberto Ladino, quien labora como portero en el conjunto residencial Ciudadela Villa de Leiva etapa 1, un documento de la ARL accionada que decía “determinación de origen y calificaba la patología trastorno de adaptación con síntomas ansiosos común – F432”.
1.5 El 14 de junio siguiente,  dentro del término procesal de 10 días hábiles para apelar el dictamen, radicó el recurso ante la ARL Positiva, para que se enviara a la Junta Regional de Calificación de Invalidez.
1.6 El 25 de ese mes recibió el documento “Rad SAL 69113” de la ARL Positiva, en el que le informan que no dan trámite al recurso por estar fuera de término para apelar, ya que según ellos, el dictamen fue notificado el 26 de mayo de 2016 como se evidencia en la guía de entrega número 1129872177, de la empresa Servientrega.
2.- Considera lesionados sus derechos al debido proceso y defensa y para obtener su protección, solicita se ordene a la ARL Positiva Compañía de Seguros, dar trámite a la apelación del dictamen de calificación ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, radicada el 14 de junio de 2016.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del 14 de julio se admitió la acción contra la ARL Positiva Compañía de Seguros S.A. y se dispuso recibir declaración del señor Edilberto Ladino, quien se desempeña como portero en el conjunto residencial Ciudadela Villa de Leiva.

2.- La entidad accionada, por medio de apoderada judicial, informó que el actor reportó a esa aseguradora un evento con fecha de ocurrencia 19 de enero de 2016, calificado como de origen común,  mediante dictamen No. 1309873 del 13 de mayo de 2016, bajo el diagnostico “trastorno de adaptación con síntomas ansiosos”, el cual remitió al señor Sergio Reyes Ramírez mediante comunicación SAL-58775 del 25 de mayo de 2016, a la dirección Ciudadela Villa de Leyva, etapa 1, Apto 302, torre 5. Según se evidencia en la guía No. 1129672177, el citado señor la recibió el 26 de mayo de 2016, contrario a lo que afirma en los hechos de la tutela. Mediante  escrito SAL-69133 del 20 de junio de 2016, se negó el recurso interpuesto contra el dictamen anotado por extemporáneo. Indicó que cumplió con el debido proceso y con los deberes de notificación del dictamen. Solicita declarar improcedente la acción de tutela. 
3.- Se puso término a la instancia con sentencia del 27 de julio de este año en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para decidir así, la funcionaria de primera instancia indicó que la entidad demandada no desconoció derecho fundamental alguno al demandante, pues luego de emitido el dictamen, este fue notificado al actor en la dirección de su residencia, el 26 de mayo de 2016, tal como obra en la guía No. 1129672177 de la empresa de correos Servientrega, recibido por el portero de la unidad residencial, señor Edilberto Ladino, en consecuencia el término de diez (10) días para apelarlo venció el 13 de junio de 2016 y el accionante lo presentó el 14 de ese mes, por lo que le asiste razón a la ARL POSITIVA en abstenerse de dar trámite al recurso. No puede el juez de tutela variar las normas procesales de notificación y términos, pues son de orden público y lo que buscan es dar certeza sobre el trámite para todos y cada uno de los usuarios.
4.- Inconforme con esa decisión, el accionante la impugnó.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.
2.- Corresponde en esta instancia decidir si la entidad demandada vulneró los derechos fundamentales a la salud, al debido proceso y de defensa del accionante, al no tramitar el recurso de apelación que interpuso frente al dictamen sobre la pérdida de capacidad laboral rendido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez,  por considerarlo extemporáneo.

3.- Es sabido que uno de las características de la acción de tutela es la subsidiaridad, de manera que no procede cuando el ordenamiento jurídico le ofrece otros medios de defensa judicial y es por tal razón que el artículo 86 de la Constitución Nacional dice que ese medio excepcional de protección “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 
4.- Están demostrados en el plenario los siguientes hechos:

4.1 La Vicepresidencia Técnica de la ARL Positiva Compañía de Seguros S.A., el 19 de enero de este año, calificó como de origen común el diagnóstico que se dio al demandante del “trastorno de adaptación con síntomas ansiosos”
.
4.2 Para notificarle tal decisión, se libró oficio a su lugar de residencia, ubicada en la Ciudadela Villa de Leyva, etapa 1, apartamento 302, torre 5 de esta ciudad, el 10 de mayo del año en curso, escrito en que el se le advirtió que der no estar de acuerdo con la calificación podía presentar su apelación o inconformidad por escrito, dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación
.

4.3 Según la guía del correo “Servientrega”, aquella comunicación llegó al lugar de su destino el 26 del último mes citado
 y fue entregada al accionante el 28 siguiente, tal como lo certificó el señor Edilberto Ladino, portero del conjunto residencial Ciudadela Villa de Leyva
 y aunque en declaración rendida en el curso del proceso dijo no recordar las fechas en que aquellos hechos acaecieron
, el demandante, en el escrito por medio del cual formuló la acción, indicó que efectivamente en la fecha referida, recibió el escrito a que se hace referencia.
4.4 El 14 de junio del año que corre, el demandante, por medio de escrito dirigido a la ARL Positiva Seguros, Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, interpuso recurso de apelación contra el dictamen rendido por la Vicepresidencia Técnica de la entidad
.

4.5 Mediante oficio remitido al accionante el 20 de junio último, la entidad demandada le informó que ese medio de impugnación se interpuso un día después de vencido el término con que contaba para hacerlo y por ende, no se le daría trámite

5.- El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el 142 del decreto 019 de 2012, dice en lo pertinente:

"Artículo 41.Calificación del Estado de Invalidez. El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales…”

De acuerdo con esa disposición, los motivos de inconformidad contra el dictamen que califica el origen de la enfermedad deben alegarse dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se notifique al interesado, el contenido de aquel acto. A tal precepto, de acuerdo con las pruebas a que atrás se hizo alusión, no se sometió el accionante, quien por medio de un recurso de apelación expresó las razones por las que no estaba de acuerdo con la calificación, cuando ya había vencido ese plazo. La circunstancia de que la comunicación por medio de la cual se le notificó el resultado del dictamen la haya recibido, por parte del portero de la unidad residencial en la que reside, dos días después de la fecha en que llegó del correo, no amplía los términos con que contaba para revelar su inconformidad con el resultado, máxime que para la fecha en que se enteró de su contenido, no había vencido aún el término con que contaba para hacerlo. 
Surge de lo expuesto que el demandante no empleó el mecanismo de protección ordinario previsto por el legislador para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela.

6.- Pero es que además cuenta el accionante con otro medio de defensa judicial ante la justicia laboral ordinaria para la protección de sus derechos. En efecto, de acuerdo con el artículo 22 del Decreto 2463 de 2001, el demandante puede acudir a la junta regional de calificación de la invalidez, para  que sea esta la que determine el origen de sus patologías, ya que no se encuentra frente a un perjuicio irremediable que justifique el amparo.

Sobre esa clase de perjuicio ha dicho la Corte Constitucional:


“La jurisprudencia constitucional al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. 

…

 
De igual forma, la Corte Constitucional ha aclarado que, pese a la informalidad del amparo constitucional, el actor debe exteriorizar y sustentar los factores a partir de los cuales pretenda derivar el perjuicio irremediable, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es insuficiente para justificar la procedencia la acción de tutela….”
 
En el caso concreto, no alegó el demandante encontrarse frente a un perjuicio irremediable y por ende, tampoco expuso ni probó hecho alguno del que pueda deducirse situación como esa.

7.- En consecuencia, se confirmará la sentencia impugnada. 
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONFIRMAR, la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 27 de julio último, en la acción de tutela que instauró el señor Sergio Reyes Ramírez contra la ARL Positiva Compañía de Seguros S.A. 

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)
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